Proyecto de Solicitud de Informes

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
RESUELVE
Dirigirse a través de la presente al poder ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, para que a través de los organismos pertinentes informe, sobre distintos aspectos del decreto 3631/07, reglamentario de la ley 11.331, su efectiva aplicación y cumplimento, y otro asuntos relacionados. En tal sentido, se solicita que con detalle se informe respecto a:

1) Informe si se ha hecho efectivo el cumplimiento del artículo 2 del mencionado decreto, que prescribe la creación del CPAI (Consejo Provincial de Asuntos Indígenas). Si la respuesta fuese negativa, indique detalladamente y por escrito las causas de este incumplimiento.

2) Informe respecto de la composición del Consejo Indígena de la provincia de Buenos Aires, creado en la resolución 158/06 de la Secretaria de Derechos Humanos, adjuntando copia autentificada del Registro Provincial de Comunidades Indígenas y del Registro Nacional de Comunidades Indígenas.

3) Comunique si se ha designado el Secretario Ejecutivo que debe cumplir funciones de asistencia, y cuyas atribuciones se describen en el artículo 8 del mencionado decreto.

FUNDAMENTOS

En cuanto al decreto que nos ocupa, el 3631/07, y al respecto de cuyos alcances se elabora el presente pedido de informes, es relevante conocer que es reglamentario de la Ley 11.331, de adhesión a la ley nacional 23.302, siendo así uno de los instrumentos reales y concretos en materia de protección de derechos de las minorías originarias americanas.

Los marcos constitucionales y los antecedentes internacionales en materia de protección y promoción de los derechos de los pueblos originarios, tienen vigencia en nuestro país desde hace más de una década, los primeros en la legislación y en la modificación de la Constitución Nacional y de la Constitución Provincial, y los antecedentes internacionales, en fallos como el del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Minería Nro. 5, de la IIIª Circunscripción Judicial de Río Negro, expediente 14012-238-99.

Otra fecha histórica en la lucha de los pueblo originarios por sus derechos, es el 19-05-06, cuando un Tribunal Contencioso Administrativo de la provincia de Jujuy, condena al Estado Provincial a entregar en un plazo de 15 meses las tierras en propiedad según el nuevo derecho, a las comunidades indígenas de Quebrada, Puna y Ramal; y confirma disposiciones del Convenio 169 de la OIT, por el cual el Estado tiene la obligación de consultar a los pueblos indígenas en aquellos asuntos en los que se encuentren involucrados, como gestión de recursos naturales, explotación económica en sus territorios y cuestiones ambientales (ecoportal.net). Dicho convenio, también es parte del ámbito de aplicación del decreto 3631/07.

El fallo citado, con el voto favorable de los Dres. Benjamín Villafañe y Luis Oscar Morales y la disidencia del Dr. Celestino González- constituye un hecho histórico para los pueblos indígenas, ya que es el primero que emite disposiciones generales para efectivizar la entrega de las tierras a las comunidades, a quienes reconoce como sujetos de derecho colectivo y como actores fundamentales en el proceso de definición de políticas públicas orientadas a cumplir con el marco jurídico que tutela sus derechos. 
El artículo 7 del decreto que nos ocupa es claro, en el sentido de responsabilizar a un funcionario de rango de secretario, del funcionamiento del CPAI. De tal forma, la responsabilidad por la puesta en marcha del programa por parte del Poder Ejecutivo, es total, además porque entre las funciones y atribuciones señaladas en los artículos 3 y 4, están las de garantizar el ejercicio pleno de derechos constitucionales y elaborar políticas publicas enfocadas en su temática especifica. Es por estos motivos que el estado no puede desatender estas cuestiones, y es responsable tanto por la puesta en marcha de los programas correspondientes, como del tiempo y la forma en que estas políticas se llevan a cabo. 
